
 
 

AUDIENCIA No. 146 

 

Proceso Ordinario – Apelación de Sentencia 

Demandante EDMUNDO VALDERRUTEN Y OTROS 

Demandado MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI  

Radicación 760013105 009 2014 00864 01 

Tema Reliquidación y reajuste Pensión de Jubilación (R) 

Subtema  i) Establecer procedencia de reliquidar y reajuste de la 

pensión de jubilación; y ii) establecer si operó la 

prescripción respecto de las diferencias que se pudieron 

generar 

 

 

En Santiago de Cali, a los diecinueve (19) días del mes de noviembre de 

2020, siendo el día y hora previamente señalados, el suscrito Magistrado 

Jorge Eduardo Ramírez Amaya, en asocio de las demás integrantes de la 

Sala de Decisión, se constituye en Audiencia, conforme los lineamientos 

definidos en el DECRETO LEGISLATIVO NO. 806 DEL 4 DE JUNIO DE 2020, 

artículo 15, expedido por el Gobierno Nacional con ocasión de la 

Declaratoria del Estado Excepcional de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica, y en los ACUERDOS PCSJA20-11567 del 5 de junio de 2020, 

PCSJA20-11581 del 20 de junio de 2020, y PCSJA20-11623 del 28 de agosto 

de 2020, expedidos por el Consejo Superior de la Judicatura, con el fin de 

dictar Sentencia de Segunda Instancia en el proceso de la referencia. 

 

En el acto, se procede a resolver el recurso de apelación formulado por la 

parte demandante en contra de la sentencia 464 del 7 de diciembre de 

2015 proferida por el Juzgado Noveno Laboral del Circuito de esta ciudad, 

dentro del proceso de la referencia. 

 

Alegatos de Conclusión  
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La apoderada de la parte demandante, en su escrito de alegatos, plantea 

en resumen sus argumentos legales y jurisprudenciales, para finalmente 

considerar que a los demandantes les asiste el derecho al reconocimiento 

de la reliquidación y reajuste de la pensión convencional reconocida por 

el Municipio demandado. 

 

La apoderada judicial del municipio demandado, en sus alegatos, 

considera en resumen que no es procedente efectuar el reajuste y 

reliquidación de la pensión de jubilación en los puntos adicionales 

correspondientes desde 1989 a 2007, así como la indexación pretendidos 

por la parte actora, toda vez que no se tipifica en el presente caso, por no 

existir obligación alguna, ni dinero pendiente de cancelar por parte del 

ente municipal, a favor de los demandantes. Y que además, la 

prescripción, que extingue las acciones y derechos, exige solamente cierto 

tiempo durante el cual no se hayan ejercido, circunstancias que concurren 

o se dan en el presente caso. 

 

No habiendo pruebas que practicar y surtido el trámite legal, procede la 

Sala, a proferir la siguiente, 

 

SENTENCIA No.  143 

 

Antecedentes  

 

Edmundo Valderruten, Juan Estupiñán Torres, Álvaro Ramírez, Jairo Pastor 

Acevedo Castro, Rosalba Ramírez Narváez, Miguel Hernán Moreno Molina, 

Luis Arcesio Machado Naveros, Edgar Borja Chaverra, José Alfredo 

Arboleda, Jesús Efrén Almanza Agredo, Edgar Orozco Rojas, Fhanor 

Antonio Henao Escobar, Jaime Enrique Muñoz, María Victoria Collazos 

Balcázar, José María Lozano Paz, y Huber Dimas Ortega Velasquez, 

presentaron demanda ordinaria laboral de primera instancia en contra del 

MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, con el fin de que se reliquide y reajuste 

su pensión de jubilación respecto de los años 1987 a 2007, con base en lo 

pactado en la Convención Colectiva de Trabajo vigente durante los 
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mismos años, conforme fue aplicada por la demandada mediante la 

Resolución 4122.1.21.SRH 3423  del 31 de diciembre de 2007; así mismo al 

reajuste adicional de tres puntos para las mesadas del año 2008, en virtud 

de la “prórroga automática” del parágrafo tercero del artículo 55 de la 

CCT vigente para el año 2007; y de igual forma se condene al pago a la 

indexación de las sumas reconocidas, y los intereses moratorios del Art. 141 

de la Ley 100 de 1993.  

 

Demanda y Contestación 

 

Los hechos en que se fundan las mencionadas pretensiones, se resumen en 

que los aquí demandantes fueron pensionados por la demandada con 

fundamento en la convención colectiva de trabajo pactada entre los 

trabajadores oficiales y la entidad municipal; por consiguiente, consideran 

que les asiste el derecho al reajuste de su mesada pensional conforme a 

las normas convencionales pactadas durante los años 1987 a 2007. 

 

Que la Administración Municipal de Santiago de Cali reconoció de forma 

parcial tales obligaciones, a través de la Resolución 4122.1.21. SRH 3423 del 

31 de diciembre de 2007, al reajustar el valor de las mesadas pensionales 

de los actores para los años 2004 a 2007, bajo los términos de los artículos 

15 y 55 de la convención colectiva vigente para el periodo 2004-2007. 

 

Que, mediante acta aprobada del 31 de diciembre de 2007, fue 

denunciada de forma parcial la convención colectiva 2004-2007, 

únicamente respecto del: (1) Capítulo I – Aspectos Normativos – Artículo 2º 

Reconocimiento de los Beneficios Convencionales; (2) Capítulo IV – 

Régimen Salarial – Artículo 55 - Salarios, párrafos 1, 2, 3, y 4; y (3) Capítulo 

XIII – Aspectos Generales – Artículo 138 - Normas Adicionales, y 139 

Vigencia de la Convención.   Sin embargo, señala, que el inciso 2º del 

artículo 15 no fue denunciado, el cual alude al reajuste adicional de tres 

puntos de las personas que obtuvieron el beneficio de jubilación; pero con 

la celebración de la convención colectiva de trabajo vigente para los 

años 2008 – 2011, no se incluyó dentro del artículo 15, el inciso que venía 
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vigente desde el año 1987. 

 

El demandado MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, no dio contestación a la 

demanda dentro del término de ley. 

 

Por parte de la Procuraduría Delegada para los Asuntos del Trabajo y la 

Seguridad Social, se presentó su intervención formulando la excepción de 

fondo de Prescripción. 

 

Trámite y Decisión De Primera Instancia 

 

El Juzgado Noveno Laboral del Circuito de Cali, profirió la sentencia 464 del 

7 de diciembre de 2015, declarando probada la excepción de 

prescripción formulada por el Agente del Ministerio Público. Condenando 

en costas a la parte actora. 

 

Recurso de Apelación 

 

Inconforme con la decisión de primera instancia, la apoderada de la parte 

demandante interpone recurso de apelación, manifestado que conforme 

al antecedente jurisprudencial constitucional la solicitud de reajuste 

pensional para que se incluyan nuevos factores salariales, puede 

presentarse en cualquier tiempo en virtud del principio de 

imprescriptibilidad, irrenunciabilidad y favorabilidad.  Además, ratificando 

los hechos expuestos en la demanda, y señalando que se trata de 

derechos adquiridos, considera que la convención colectiva del año 2008 

a 2011 contiene una prorroga automática; por tanto solicita se revoque la 

decisión de primera instancia, y en su lugar se acceda a las pretensiones 

aquí perseguidas. 

 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL 
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Corresponde en esta ocasión a la Sala de Decisión resolver sobre el recurso 

de apelación interpuesto por la parte demandante respecto de la 

sentencia proferida por el Juez de primera instancia. 

 

Revisado el proceso, no existe ninguna causal de nulidad que invalide lo 

actuado y agotado el trámite procesal que corresponde, resulta necesario 

resolver de fondo la litis en estudio.  

  

Hechos Probados 

 

No existe discusión que a cada uno de los aquí demandantes les fue 

reconocida pensión de jubilación por el demandado Municipio de 

Santiago de Cali, en virtud de la Convención Colectiva de Trabajo vigente 

a la fecha de cada uno de tales reconocimientos, esto es, entre los años 

1997 y 2009, como se observa en las documentales que reposan de folios 2 

a 39 del Cuaderno de Pruebas No. 2. 

 

De igual forma, reposan de folios 2 a 439 del cuaderno de pruebas No. 1 

copias de las Convenciones Colectivas de Trabajo suscritas entre el 

MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI y el SINDICATO DE TRABAJADORES 

OFICIALES DEL MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, para las vigencias 1993-

1994, 1995-1997, 1998-2000, 2001-2003, 2004-2007, y, 2008-2011. 

 

Problemas Jurídicos 

 

El debate jurídico se centra en establecer la procedencia de reajustar las 

pensiones de jubilación reconocidas a los aquí demandantes con base en 

las convenciones colectivas de trabajo vigentes para los respectivos 

periodos solicitados, en especial: i) si  la convención colectiva del año 2008 

a 2011 contiene una prorroga automática y, consecuentemente, ii) si es 

del caso, establecer si en el presente caso operó el fenómeno de la 

prescripción respecto de las diferencias pensionales que se pudieron 

generar. 
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Análisis del Caso  

 

Entre las pretensiones de la parte actora se encuentra la solicitud de 

reliquidación y reajuste de la pensión de jubilación respecto de los años 

1987 a 2007, con base en la pactado en la Convención Colectiva de 

Trabajo vigente durante los mismos años, conforme fue aplicada por la 

demandada mediante la Resolución 4122.1.21.SRH 3423  del 31 de 

diciembre de 2007; así mismo al reajuste adicional de tres puntos para las 

mesadas del año 2008, en virtud de la “prórroga automática” del 

parágrafo tercero del artículo 55 de la CCT vigente para el año 2007. 

 

Respecto del carácter normativo de las convenciones colectivas de 

trabajo, la Jurisprudencia de la H. Corte Suprema de Justicia – Sala de 

Casación Laboral ha considerado que éstas son el resultado del acuerdo 

mancomunado de la voluntad de las partes, a través del cual se pactan 

normas de las que derivan derechos y obligaciones para regular sus 

relaciones sociales durante la vigencia de los contratos de trabajo y, en 

algunos casos, después de su culminación. (SL4982-2017). Aunado a esto, 

se resalta que su aplicación se encuentra limitada al tiempo de vigencia 

estipulado en la convención. 

 

No obstante, el Artículo 479 del C.S.T. faculta a cualquiera de las dos 

partes, o ambas, para manifestar su intención de dar por terminada la 

respectiva convención colectiva de trabajo; con la salvedad de que a 

pesar de que se presente tal denuncia, dicho acuerdo continuará vigente 

hasta tanto se firme una nueva convención.  Entendiendo igualmente, 

conforme lo dispuesto en el Artículo 478 ibidem, que en el caso de no 

formularse la denuncia la convención se entiende prorrogada por períodos 

sucesivos de seis en seis meses, que se contarán desde la fecha señalada 

para su terminación.  

 

De la revisión de las documentales obrantes de folios 520 a 526 (del 

cuaderno de pruebas No. 1), de fecha 25 de abril de 2008 y 27 de mayo 

de 2008 se puede observar: 
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1. Que al dar lectura al artículo 55 sobre el tema de los salarios, que a 

partir del 1 de enero de 2008 se aumentaban los salarios para los 

trabajadores oficiales, en los porcentajes que claramente se señalan 

a partir de 2008. 

 

2. Que en el artículo 15, se pactó la denominada “CLAUSULAS 

MEJORES”, la cual se armonizaba, o mejor, complementaba lo 

dispuesto en el mencionado artículo 55, respecto de lo cual, queda 

en evidencia la intención tanto de los representantes de la 

Administración Municipal como de la Asamblea General de 

Delegados de los trabajadores, de revisar y excluir de la Convención 

Colectiva el aparte del artículo 15, vigente en la convención 

colectiva que rigió para los años 2004-2007, y que señalaba: 

 

“ARTICULO 15: CLAUSULAS MEJORES: Cualquier beneficio y mejora que 

hayan venido recibiendo los Trabajadores Oficiales y que no hayan 

sido igualados o superados por la presente Convención, continuarán y 

tendrán plena vigencia no ser que hayan quedado expresamente 

derogados o modificados por lo aquí pactado. 

 

En cuanto a los topes relacionados con la Pensión de Jubilación, se 

aumentarán automáticamente en la misma proporción en que 

aumentan los salarios para la vigencia de la presente Convención.” 

(Negrilla fuera de texto) 

 

Sin bien no existe prueba de la respectiva denuncia frente a la 

mencionada convención colectiva; si se tiene que entre el Municipio de 

Santiago de Cali y el Sindicato de Trabajadores Oficiales del Municipio de 

Cali, se celebró una nueva CCT para la vigencia enero 1º de 2008 al 31 de 

diciembre de 2011 (fls. 370 a 439 del cuaderno de pruebas No. 1), de la 

que se puede extraer la decisión de las partes de excluir el señalado 

aparte contenido en el artículo 15 de la convención colectiva 2004-2007, 

toda vez que, el nuevo Artículo 15 (fl. 384) no incluye la mencionada 

redacción o beneficio en favor de los pensionados por jubilación, 

limitándose su texto tan solo a lo dicho en el párrafo inicial. 

 

Por tanto, al no estar incluido el beneficio convencional, en favor de los 

pensionados por jubilación, del incremento salarial contenido en el artículo 
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55 de la convención colectiva 2008-2011, se debe razonablemente 

concluir que no es dable acceder a la pretensión de los demandantes de 

reajustar adicionalmente en tres puntos las mesadas del año 2008, en virtud 

de la “prórroga automática” del parágrafo tercero del artículo 55 de la 

CCT vigente para el año 2007, toda vez que dicha prorroga nunca se dio 

en el presente caso, como ya se explicó. 

 

Respecto de la pretensión de reliquidación y reajuste de la pensión de 

jubilación para los años 1987 a 2007, con base en lo pactado en las 

Convenciones Colectivas de Trabajo vigentes durante los mismos periodos; 

entiende esta Sala, y no se discute en este caso, que a través de la 

Resolución 4122.1.21.SRH 3423  del 31 de diciembre de 2007 a algunos de  

los aquí demandantes les fue reajustado el valor de las mesadas 

pensionales para los años 2004 a 2007, bajo los términos de los artículos 15 y 

55 de la convención colectiva vigente para ese mismo interregno. 

 

Al revisar las copias de las Convenciones Colectivas de Trabajo suscritas 

entre el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI y el SINDICATO DE 

TRABAJADORES OFICIALES DEL MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, para las 

vigencias 1993-1994, 1995-1997, 1998-2000, 2001-2003, y 2004 a 2007 (folios 2 

a 366 del cuaderno de pruebas No. 1), se tiene que efectivamente en 

cada una de estas se relaciona el articulado denominado “CLAUSULAS 

MEJORES” en la que se relaciona que “…los topes relacionados con la Pensión 

de Jubilación, se aumentarán automáticamente en la misma proporción en que 

aumentan los salarios para la vigencia de la presente Convención…”. (Negrilla y 

subrayado fuera de texto) 

 

Por lo cual, se hace imperioso entrar a verificar, respecto de cada uno de 

los actores, si sus mesadas pensionales fueron debidamente reajustadas 

conforme a la convención aplicable a su caso según la fecha a partir de 

la cual se otorgó el derecho prestacional de jubilación por parte de la 

entidad demandada. 

 

Realizadas las respectivas proyecciones de las mesadas canceladas y 
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reajustadas en los términos antes señalados (cálculos que se anexan a la 

presente decisión), basados en las resoluciones de reconocimiento 

pensional a cada uno de los actores, certificaciones de pagos entre los 

años 2000 y 2007, y la Resolución 4122.1.21.SRH 3423 del 31 de diciembre de 

2007, se concluye lo siguiente: 

 

1. EDMUNDO VALDERRUTEN pensión otorgada con Resolución 1539 de 1997, 

a partir del 28 de junio del mismo año, con mesada inicial de $1.116.254.  

Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas para las vigencias 

1998-2000, 2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que se le adeudan 

diferencias de mesadas entre los años 1998 y 1999, y 2004 a 2006, en suma 

total de $4.603.306. Manteniéndose el valor de la mesada pensional que a 

la fecha se le viene cancelando. 

 

2. JUAN ESTUPIÑAN TORRES pensión otorgada con Resolución 014-4531 de 

2000, a partir de la fecha de su desvinculación como trabajador oficial, 

fijando como mesada inicial para tal anualidad la suma de $1.231.292, 

pero iniciando su disfrute desde el mes de enero de 2001 con mesada de 

$1.702.298.  Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas para las 

vigencias 2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que no existen diferencias de 

mesadas adeudadas a su favor. Manteniéndose el valor de la mesada 

pensional que a la fecha se le viene cancelando. 

 

3. ALVARO RAMÍREZ pensión otorgada con Resolución 6713 de 2001, a 

partir del mes de octubre del mismo año, con mesada inicial de $1.291.050.  

Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas para las vigencias 

2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que se le adeudan diferencias de 

mesadas entre enero de 2004 y octubre de 2020, en suma total de 

$41.655.494. Señalando que la mesada a cancelar a partir de noviembre 

de 2020 es la suma de $3.418.942, y para los años subsiguientes con el 

incremento de ley. 

 

4. JAIRO PASTOR ACEVEDO CASTRO pensión otorgada con Resolución 6771 

de 2001, a partir del mes de octubre del mismo año, con mesada inicial de 
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$897.794.  Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas para las 

vigencias 2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que se le adeudan 

diferencias de mesadas entre los años 2002 a 2006, en suma total de 

$2.270.013. Manteniéndose el valor de la mesada pensional que a la fecha 

se le viene cancelando. 

 

5. ROSALBA RAMÍREZ NARVAEZ pensión otorgada con Resolución 6829 de 

2001, a partir del mes de octubre del mismo año, con mesada inicial de 

$551.678.  Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas para las 

vigencias 2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que se le adeudan 

diferencias de mesadas entre los años 2003 a 2006, en suma total de 

$1.394.871. Manteniéndose el valor de la mesada pensional que a la fecha 

se le viene cancelando. 

 

6. MIGUEL HERNAN MORENO MOLINA pensión otorgada con Resolución 

6664 de 2001, a partir del mes de octubre del mismo año, con mesada 

inicial de $1.524.809.  Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas 

para las vigencias 2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que no existen 

diferencias de mesadas adeudadas a su favor. Manteniéndose el valor de 

la mesada pensional que a la fecha se le viene cancelando. 

 

7. LUIS ARCESIO MACHADO NAVEROS pensión otorgada con Resolución 

6726 de 2001, a partir del mes de octubre del mismo año, con mesada 

inicial de $1.299.180.  Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas 

para las vigencias 2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que se le adeudan 

diferencias de mesadas entre enero de 2003 y octubre de 2020, en suma 

total de $36.107.041. Señalando que la mesada a cancelar a partir de 

noviembre de 2020 es la suma de $3.440.472, y para los años subsiguientes 

con el incremento de ley. 

 

8. EDGAR BORJA CHAVERRA pensión otorgada con Resolución 6778 de 

2001, a partir del mes de octubre del mismo año, con mesada inicial de 

$1.447.598.  Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas para las 

vigencias 2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que se le adeudan 
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diferencias de mesadas entre los años 2003 y 2004, y entre enero de 2007 y 

octubre de 2020, en suma total de $2.539.430. Señalando que la mesada a 

cancelar a partir de noviembre de 2020 es la suma de $3.833.511, y para 

los años subsiguientes con el incremento de ley. 

 

9. JOSE ALFREDO ARBOLEDA pensión otorgada con Resolución 6757 de 

2001, a partir del mes de octubre del mismo año, con mesada inicial de 

$1.184.665.  Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas para las 

vigencias 2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que se le adeudan 

diferencias de mesadas entre enero de 2002 y octubre de 2020, en suma 

total de $9.681.603. Señalando que la mesada a cancelar a partir de 

noviembre de 2020 es la suma de $3.137.215, y para los años subsiguientes 

con el incremento de ley. 

 

10. JESUS EFREN ALMANZA AGREDO pensión otorgada con Resolución 6805 

de 2001, a partir del mes de octubre del mismo año, con mesada inicial de 

$947.688.  Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas para las 

vigencias 2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que se le adeudan 

diferencias de mesadas entre enero de 2002 y octubre de 2020, en suma 

total de $23.583.558. Señalando que la mesada a cancelar a partir de 

noviembre de 2020 es la suma de $2.509.656, y para los años subsiguientes 

con el incremento de ley. 

 

11. EDGAR OROZCO ROJAS pensión otorgada con Resolución 6745 de 2001, 

a partir del mes de octubre del mismo año, con mesada inicial de 

$844.751.  Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas para las 

vigencias 2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que se le adeudan 

diferencias de mesadas entre los años 2002 a 2006, en suma total de 

$2.135.902. Manteniéndose el valor de la mesada pensional que a la fecha 

se le viene cancelando. 

 

12. FHANOR ANTONIO HENAO ESCOBAR pensión otorgada con Resolución 

6678 de 2001, a partir del mes de octubre del mismo año, con mesada 

inicial de $1.336.168.  Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas 
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para las vigencias 2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que se le adeudan 

diferencias de mesadas entre los años 2002 a 2004, en suma total de 

$458.910. Manteniéndose el valor de la mesada pensional que a la fecha 

se le viene cancelando. 

 

13. JAIME ENRIQUE MUÑOZ pensión otorgada con Resolución 6796 de 2001, 

a partir del mes de octubre del mismo año, con mesada inicial de 

$1.314.630.  Así, al aplicar a su favor las convenciones colectivas para las 

vigencias 2001-2003, y 2004 a 2007, se obtuvo que se le adeudan 

diferencias de mesadas entre los años 2002 a 2006, en suma total de 

$1.839.722. Manteniéndose el valor de la mesada pensional que a la fecha 

se le viene cancelando. 

 

14. MARIA VICTORIA COLLAZOS BALCAZAR, JOSE MARIA LOZANO PAZ, y 

HUBER DIMAS ORTEGA VELASQUEZ les fue otorgada pensión con las 

Resoluciones 4122.1.21 SRH 3372 de 2008, 4122.1.21 SRH 514 de 2008, y 

4122.1.21 SRH 3225 de 2009, a partir de la fecha de su desvinculación como 

trabajadores oficiales.  Sin embargo, es claro que a su favor no es aplicable 

las convenciones colectivas vigentes con anterioridad al año 2007, 

contentivas de los beneficios del incremento pensional contenidos en las 

denominadas “Clausulas Mejores”, pues los mencionados derechos 

pensionales surgieron con posterioridad a tales acuerdos.  Por lo cual, no es 

dable entrar a determinar la existencia de diferencias de mesadas a su 

favor, bajo el amparo de las señaladas normas colectivas, y sus 

pretensiones se encuentran infundadas. 

 

Por todo lo anterior, se deberá revocar la sentencia de primera instancia, y 

en su lugar se accederá a las pretensiones de los demandantes a quienes 

se estableció la procedencia de las mismas en párrafos anteriores, 

absolviendo a la entidad demandada de lo perseguido por los demás, 

conforme lo aquí expuesto.  

 

Indexación 
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Dada la procedencia del reconocimiento de diferencias pensionales en 

favor de la parte actora, establecidas con la presente decisión, es 

pertinente examinar si es procedente actualizar dichos valores mediante la 

indexación. 

 

Considera la Sala que al no haber sido recibidos los valores o sumas de 

dinero correspondientes a los mencionados emolumentos dentro del 

período de su causación, es claro que los mismos se encuentran afectados 

por la devaluación monetaria que opera en Colombia; por consiguiente se 

considera que resulta ser procedente condenar al reconocimiento de la 

indexación de dichos valores. 

 

Prescripción  

 

Ahora bien, se recuerda que, pese a que la demanda no fue contestada, el 

Ministerio Público en su intervención propuso la excepción de prescripción, 

respecto de la cual la Sala parte por recordar la forma en que 

convencionalmente fueron creados los incrementos pensionales discutidos:      

 

“En cuanto a los topes relacionados con la pensión de jubilación, se 

aumentarán automáticamente en la misma proporción en que se 

aumenten los salarios para la vigencia de la presente convención”. 

(Negrilla y subrayado fuera de texto) 

 

Así las cosas, no otra cosa puede colegirse de lo textualmente señalado, sino 

que el mismo Municipio demandado, de manera libre y voluntaria se obligó 

a reajustar, de manera automática todas las pensiones, en los mismos 

porcentajes en que aumentaba el salario de los trabajadores activos, con lo 

cual, per se, se autoimpuso el deber de efectuar tales ajustes, sin necesidad 

de ningún requerimiento por parte de los derechosos, al cual expresamente 

renunció motu proprio; razón de más para entender que no puede impetrar 

en su beneficio la figura extintiva de una obligación que, por su propia 

incuria, no pagó en su momento, pues, se itera, no requería petición de los 

beneficiarios, es decir que, en el presente juicio no puede escucharse a 
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quien alega en su favor su propia torpeza, como reza el principio latino: 

nemo auditur propriam turpitudinem allegans potest.  

 

Resulta más que obvio entender que el hecho de haber pactado el 

incremento de las pensiones de manera automática tenía su justificación 

lógica en que evidentemente al pensionado, que no hizo parte del acuerdo 

convencional, no le podían exigir que reclamara tal derecho al no conocer 

el pacto que lo beneficiaba, y que se protocolizó solo entre los trabajadores 

activos y el Municipio demandado pero que por propia voluntad de éste 

último que se hizo extensivo a los pensionados.    

 

Por lo anterior, tal pretensión prescriptiva no tiene vocación de prosperidad, 

porque, como ha quedado expresado, la convención colectiva es ley para 

las partes contratantes y para aquellos a quienes se extienden sus cláusulas, 

como ocurre en este caso, para la demandante y el ente territorial, pues en 

ese acuerdo se pactó, como quedó antes citado, el aumento o reajuste 

pensional en la misma proporción que se hizo el aumento salarial para los 

trabajadores oficiales activos, por lo tanto, era deber del Municipio dar cabal 

cumplimiento a las normas convencionales, donde la omisión no se puede 

premiar con el castigo para los beneficiarios de la extinción de la obligación 

de realizar el correspondiente incremento o reajuste pensional convencional. 

 

Sobre esta temática, también se ha ocupado nuestro órgano de cierre de la 

jurisdicción ordinaria laboral, en un caso en que se reclamaba el reajuste por 

la elevación dispuesta en el artículo 143 de la Ley 100 de 1993, precisando en 

la sentencia SL 2148, radicación 46035 del 08 de febrero de 2017, lo siguiente: 

 

“Luego, a pesar de las diferencias existentes entre la acción judicial 

orientada a la inclusión de factores salariales y la propuesta por 

obtener el reajuste del artículo 143 de la Ley 100 de 1993, ambas 

comparten el mismo sustento material: el derecho a obtener el valor 

correcto y real de la mesada pensional, bien sea a través de la 

liquidación adecuada de la prestación inicial, con todos sus 

componentes estructurales, o ya sea mediante la recuperación de su 

valor real perdido por razones ajenas a los pensionados. 
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Vale la pena agregar que el carácter imprescriptible de la acción de 

reajuste pensional también se explica en función al hecho de que el 

valor real de la prestación es un aspecto indisoluble del estado jurídico 

de jubilado, lo cual permite a quienes hubieren cumplido los requisitos 

de reconocimiento de la pensión, solicitar que se declare ese estatus y 

se defina su valor correspondiente. Precisamente sobre este tema la 

Corte en la providencia atrás citada, adoctrinó: 

  

La jurisprudencia de la Corte, desde hace muchos años, ha asegurado 

que la pensión genera un arquetípico estado jurídico en las personas: el 

de jubilado o pensionado, que da derecho a percibir de por vida, una 

suma mensual de dinero. En esa línea, no puede ser objeto de 

prescripción, dado que este fenómeno afecta los derechos, más no los 

estados jurídicos de los sujetos. 

  

Al respecto, en sentencia CSJ SL, 9 feb. 1996, rad. 8188, se expresó: 

  

De los “hechos” que fundamentan la pretensión que se hace valer en 

juicio sólo cabe predicar su existencia o inexistencia, lo cual sucede 

también con los “estados jurídicos” cuya declaratoria judicial se 

demande - como los que emanan del estado civil de las personas, 

respecto de los cuales adicionalmente se puede afirmar que se han 

extinguido. La jurisprudencia ha dicho que la pensión de jubilación 

genera un verdadero estado jurídico, el de jubilado, que le da a la 

persona el derecho a disfrutar de por vida de una determinada suma 

mensual de dinero. Por eso ha declarado la imprescriptibilidad del 

derecho a la pensión de jubilación y por ello la acción que se dirija a 

reclamar esa prestación puede intentarse en cualquier tiempo, 

mientras no se extinga la condición de pensionado, que puede 

suceder por causa de la muerte de su beneficiario. “Del estado de 

jubilado se puede predicar su extinción, más no su prescripción”, dijo la 

Corte (Cas., 18 de diciembre de 1954). También la ley tiene establecido 

que la prescripción es un medio de extinguir los derechos, con lo cual 

los efectos de ese medio extintivo de las obligaciones no comprenden 

los estados jurídicos, como el de pensionado. 

  

[…] La posibilidad de demandar en cualquier tiempo está 

jurídicamente permitida por ser consustancial al derecho subjetivo 

público de acción. La prescripción extintiva, por tanto, no excluye tal 

derecho porque dentro de ella, dentro del proceso y presuponiendo su 

existencia, le permite al juez declarar el derecho y adicionalmente 

declarar que se ha extinguido - como obligación civil, más no natural - 

por no haberse ejercido durante cierto tiempo. 

  

Es claro, en consecuencia, que cualquier persona en ejercicio de la 

acción - entendida como derecho subjetivo público - puede 

demandar en cualquier tiempo que se declare judicialmente la 

existencia de un derecho que crea tener en su favor. El derecho 

público también se manifiesta en el ejercicio del derecho de 

excepcionar. 
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En este orden de ideas, las personas tienen derecho a que en todo 

momento se declare su status de pensionado y se defina el valor real 

de su pensión, teniendo en cuenta que este último aspecto es una 

propiedad indisoluble de la calidad que les otorga el ordenamiento 

jurídico. 

  

Además de estos puntos coincidentes, juega en defensa de la 

imprescriptibilidad de la acción de reajuste por incremento del aporte 

en salud, un motivo de peso que radica en que por mandato del 

artículo 58 de la Constitución Política, los derechos adquiridos deben 

respetarse y «no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes 

posteriores». 

  

Precisamente, en aras de hacer valer esta garantía y evitar la pérdida 

de derechos sociales que han ingresado al patrimonio de sus titulares, 

resulta legítimo que los pensionados puedan reivindicar, en cualquier 

tiempo, sus derechos en las proporciones que por ley les corresponden. 

Con mayor razón, cuando el requerimiento se fundamenta en la 

inobservancia por parte de las entidades pagadoras de las normas 

legales que garantizan la intangibilidad del valor intrínseco de las 

pensiones”. (Subrayado fuera del texto)  

   

Reitera la Sala, que si bien, el precedente citado, radica en la reclamación 

del reajuste que ordena la Ley 100 de 1993, por la elevación que se hizo a los 

pensionados en el aporte a salud y para no disminuir el valor de la mesada, 

se ordenó que en ese mismo porcentaje se incrementara la pensión. La 

semejanza con el caso que nos ocupa, es que el reajuste pensional se 

genera por mandato legal, en la sentencia en cita por la Ley 100 de 1993 y 

en el caso que hoy nos ocupa, ese reajuste anual fue voluntariamente 

pactado en la convención colectiva, donde el ente territorial demandado 

que libremente se obligó, lo incumplió, razón por la cual, no opera la 

prescripción, porque era deber del Municipio Santiago de Cali, dar 

cumplimiento a la convención colectiva, norma que obligaba a las partes 

suscribientes de ésta a acatar sus disposiciones. 

 

Se concluye de lo anterior, que la omisión por parte de la entidad 

demandada de no haber aplicado AUTOMÁTICAMENTE el reajuste 

convencional para los años 1987 a 2007, anualidades donde resultaron las 

diferencias ya reseñadas, de acuerdo con las operaciones que realizó la 
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Sala, no ha prescrito, por consiguiente, se adeudan al actor las sumas 

contenidas en precedencia. 

 

Costas 

 

En ese orden, y en virtud del numeral 4 del Art. 365 del  CGP, se impondrán 

costas a la parte demandada en ambas instancias, y en favor de los 

actores que salieron avantes en su recurso. Fijando como agencias en 

derecho las causadas en esta instancia, la suma de tres (3) SMLMV, en 

favor de cada uno. 

 

Decisión 

 

En mérito de lo expuesto, ésta Sala de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE 

  

 

PRIMERO: REVÓCASE la sentencia 464 del 7 de diciembre de 2015 proferida 

por el Juzgado Noveno Laboral del Circuito de Cali, conforme a las razones 

aquí expuestas.  

 

SEGUNDO: CONDÉNASE al MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, representado 

legalmente por su Alcalde, o por quien haga sus veces, a reconocer y 

pagar a los demandantes, las siguientes sumas de dinero: 

 

1. A EDMUNDO VALDERRUTEN la suma de $4.603.306, por concepto de 

diferencias de mesadas generadas entre los años 1998 y 1999, y 2004 a 

2006. Valor que deberá ser indexado al momento de su pago. 

Manteniéndose el valor de la mesada pensional que a la fecha se le viene 

cancelando al actor. 

 

2.  A ALVARO RAMÍREZ, la suma de $41.655.494, por concepto de 
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diferencias de mesadas generadas entre enero de 2004 y octubre de 2020. 

Valor que deberá ser indexado, y de las diferencias que se sigan 

generando, hasta el momento de su pago. Señalando que la mesada a 

cancelar a partir de noviembre de 2020 es la suma de $3.418.942, y para 

los años subsiguientes con el incremento de ley. 

 

3. A JAIRO PASTOR ACEVEDO CASTRO, la suma de $2.270.013, por 

concepto de diferencias de mesadas generadas entre los años 2002 a 

2006. Valor que deberá ser indexado al momento de su pago. 

Manteniéndose el valor de la mesada pensional que a la fecha se le viene 

cancelando. 

 

4. A ROSALBA RAMÍREZ NARVAEZ, la suma de $1.394.871, por concepto de 

diferencias de mesadas generadas entre los años 2003 a 2006. Valor que 

deberá ser indexado al momento de su pago. Manteniéndose el valor de 

la mesada pensional que a la fecha se le viene cancelando. 

 

5. A LUIS ARCESIO MACHADO NAVEROS, la suma de $36.107.041, por 

concepto de diferencias de mesadas generadas enero de 2003 y octubre 

de 2020, Valor que deberá ser indexado, y de las diferencias que se sigan 

generando, hasta el momento de su pago. Señalando que la mesada a 

cancelar a partir de noviembre de 2020 es la suma de $3.440.472, y para 

los años subsiguientes con el incremento de ley. 

 

6. A EDGAR BORJA CHAVERRA, la suma de $2.539.430, por concepto de 

diferencias de mesadas generadas entre los años 2003 y 2004, y entre 

enero de 2007 y octubre de 2020, Valor que deberá ser indexado, y de las 

diferencias que se sigan generando, hasta el momento de su pago. 

Señalando que la mesada a cancelar a partir de noviembre de 2020 es la 

suma de $3.833.511, y para los años subsiguientes con el incremento de ley. 

 

7. A JOSE ALFREDO ARBOLEDA, la suma de $9.681.603, por concepto de 

diferencias de mesadas generadas entre enero de 2002 y octubre de 2020, 

Valor que deberá ser indexado, y de las diferencias que se sigan 
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generando, hasta el momento de su pago. Señalando que la mesada a 

cancelar a partir de noviembre de 2020 es la suma de $3.137.215, y para 

los años subsiguientes con el incremento de ley. 

 

8.  A JESUS EFREN ALMANZA AGREDO, la suma de $23.583.558, por 

concepto de diferencias de mesadas generadas entre enero de 2002 y 

octubre de 2020, Valor que deberá ser indexado, y de las diferencias que 

se sigan generando, hasta el momento de su pago. Señalando que la 

mesada a cancelar a partir de noviembre de 2020 es la suma de 

$2.509.656, y para los años subsiguientes con el incremento de ley. 

 

9. A EDGAR OROZCO ROJAS, la suma de $2.135.902, por concepto de 

diferencias de mesadas generadas entre los años 2002 a 2006, Valor que 

deberá ser indexado al momento de su pago. Manteniéndose el valor de 

la mesada pensional que a la fecha se le viene cancelando. 

 

10. A FHANOR ANTONIO HENAO ESCOBAR, la suma de $458.910, por 

concepto de diferencias de mesadas generadas entre los años 2002 a 

2004, Valor que deberá ser indexado al momento de su pago. 

Manteniéndose el valor de la mesada pensional que a la fecha se le viene 

cancelando. 

 

11. A JAIME ENRIQUE MUÑOZ, la suma de $1.839.722, por concepto de 

diferencias de mesadas generadas entre los años 2002 a 2006, Valor que 

deberá ser indexado al momento de su pago. Manteniéndose el valor de 

la mesada pensional que a la fecha se le viene cancelando. 

 

TERCERO: ABSUÉLVESE al MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI de todas y cada 

una de las pretensiones invocadas en su contra por los señores JUAN 

ESTUPIÑAN TORRES, MIGUEL HERNAN MORENO MOLINA, MARIA VICTORIA 

COLLAZOS BALCAZAR, JOSE MARIA LOZANO PAZ, y HUBER DIMAS ORTEGA 

VELASQUEZ, por las razones aquí expuestas. 
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CUARTO: Costas en ambas instancias a cargo de la parte demandada. 

Tásense como agencias en derecho las causadas en esta instancia, la 

suma de tres (3) SMLMV, en favor de cada uno de los demandantes 

Edmundo Valderruten, Álvaro Ramírez, Jairo Pastor Acevedo Castro, 

Rosalba Ramírez Narváez, Luis Arcesio Machado Naveros, Edgar Borja 

Chaverra, José Alfredo Arboleda, Jesús Efrén Almanza Agredo, Edgar 

Orozco Rojas, Fhanor Antonio Henao Escobar, y Jaime Enrique Muñoz. 

 

QUINTO: Cumplidas las diligencias respectivas, vuelva el expediente a su 

Juzgado de origen para lo de su cargo. 

 

No siendo otro el objeto de la presente, se firma en constancia como 

aparece. 

 

COMUNÍQUESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

JORGE EDUARDO RAMIREZ AMAYA 

Magistrado Ponente 

 

 

 

           (AUSENCIA JUSTIFICADA) 

PAOLA ANDREA ARCILA SALDARRIAGA         ELSY ALCIRA SEGURA DIAZ 

  Magistrada     Magistrada 

 


